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ACUERDO DEL TRIBUNAL DE DEFENSA DE LA COMPETENCIA D E 
ARAGÓN ACERCA DE LA NATURALEZA DE LA PERSONACIÓN DE  LA 
DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN DE LA CNC EN LOS PROCEDI MIENTOS 
ABIERTOS POR LAS AUTORIDADES AUTONÓMICAS DE LA 
COMPETENCIA  
 
 
 
 El objeto de análisis es el art. 5 Tres de la Ley 1/2002 de 21 de febrero, 
de coordinación de las competencias del Estado y de la Comunidades 
Autónomas en materia de defensa de la competencia. La Ley 1/2002 articula 
los mecanismos de coordinación a través del Consejo de Defensa de la 
Competencia. Entre estos mecanismos está el art. 5 tres. Tras la redacción del 
art. 5 otorgada por la Disposición Adicional 10ª de la LDC de 2007 se 
modificaron algunos de los números del precepto, pero no el que es objeto de 
nuestro estudio. Por medio de estos mecanismos de coordinación se pretenden 
elaborar las directrices sobre la interpretación de los puntos de conexión para 
fijar criterios homogéneos orientadores de la actividad ejecutiva de los órganos 
autonómicos y estatales (PAREJA/VELASCO en AAVV, MASSAGUER et al. 
Comentario a la Ley de defensa de la Competencia, Thomson-Civitas, 2008, p. 
446).  
 
 En concreto, el art. 5 nº Tres indica:  
 
“al objeto de procurar la aplicación uniforme de la Ley de Defensa de la 
Competencia, el Servicio de Defensa de la Competencia podrá comparecer, en 
calidad de interesado, en los procedimientos administrativos tramitados por los 
órganos de defensa de la competencia de la Comunidades Autónomas.  
Los órganos autonómicos deberán comunicar al Servicio de Defensa de la 
Competencia los acuerdos y resoluciones adoptados, tanto en la fase de 
instrucción como de resolución, que pongan fin al procedimiento, con el fin de 
que éste pueda ejercer, en su caso, el recurso contra dichos acuerdos ante las 
instancias correspondientes”.  
 
 La indicación que se hace en la Ley 1/2002 al Servicio de Defensa de la 
Competencia hay que entenderla referida en el momento presente, y tras la 
Ley de Defensa de la Competencia de 2007, a la Dirección de Investigación 
(Disposición Adicional 5ª, 3 de la LDC de 2007).  
 
 Lo primero que llama la atención en este precepto es la asimetría entre 
las facultades del órgano nacional y los autonómicos. Mientras que la Dirección 
de Investigación tiene una facultad, a los órganos autonómicos se les impone 
un deber de comunicar los acuerdos y resoluciones por ellos adoptados con la 
finalidad de que puedan ser recurridos por la autoridad nacional. Además, esta 
facultad del órgano central de la competencia no se acompaña de la posibilidad 
expresa de que las autoridades autonómicas de la competencia puedan 
personarse en los procedimientos abiertos por la autoridad nacional ni por otras 
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comunidades autónomas. No se legitima a los órganos autonómicos para 
comparecer en procedimientos instruidos por la CNC o por otros órganos 
autonómicos.  
 
A. La Facultad de personación de la Dirección de Investigación  
 
 Hay una previsión similar en el Derecho alemán. Es más, IRISSARRY, 
B. (en ODRIOZOLA, M. (Dir) e IRISSARRY, B. (Coord) Derecho español de la 
Competencia. Comentarios a la Ley 15/2007 y al Real Decreto261/2008 y Ley 
1/2002, Tomo II, Bosch Barcelona 2008, P. 1326) manifiesta que el buen 
funcionamiento del sistema de aplicación descentralizado del Derecho de la 
competencia alemán se debe, en gran parte, a la presencia como parte del 
BUNDESKARTELLAMT en los procedimientos que se sustancian ante los 
órganos de defensa de los LÄNDER.  
 
 Esta facultad otorgada por la Ley de Coordinación a la autoridad 
nacional la podemos considerar como una potestad de coordinación 
obligatoria. GUILLÉN CARAMEN, J. (Libre competencia y Estado autonómico, 
Marcial Pons, Madrid-Barcelona 2005, p. 237-243) distingue entre la potestad 
de coordinación obligatoria y la voluntaria, siendo ambas, manifestaciones de 
la competencia de coordinación del Estado. Lo característico de la obligatoria 
es que debe ser atribuida de forma expresa por el Ordenamiento jurídico. En 
materia de defensa de la competencia esta atribución se infiere del art. 149, 1, 
13ª de la Constitución en el que se determina la competencia exclusiva del 
Estado sobre las “bases y coordinación de la planificación general de la 
actividad económica”.  
 
 La coordinación, desde una concepción material, lleva aparejada una 
cierta imposición coactiva por parte del órgano coordinante, lo que conlleva una 
situación de superioridad del coordinante que le permite orientar el 
comportamiento del coordinado de forma decisoria. Como manifestaciones de 
esta coordinación en sentido estricto menciona GUILLÉN justamente el art. 5 
tres que estamos estudiando. Se aprecia la imposición de una obligación a las 
CCAA con un claro efecto coordinador que tiene como finalidad la aplicación 
uniforme de la LDC en España. Se trata de una materialización de la 
competencia de coordinación admisible, ya que la STC 208/1999, de 11 de 
noviembre, señala la libertad que tiene el Estado para ejercitar su competencia 
de coordinación según el art. 149, 1,13ª de la Constitución. La Administración 
del Estado ostenta una posición de superioridad sobre las CCAA y a través de 
esta fórmula se permite al SDC (hoy, Dirección de Investigación) ejercer una 
función que podría calificarse de supervisión de los actos dictados por los 
órganos autonómicos. Me parece que se puede entender esta función de 
supervisión con referencia a los actos que se le notifiquen mediante la 
utilización de la posibilidad de recurrir, más que a la facultad de personación. 
Es decir, la simple personación ¿es ya una supervisión?  
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 PAREJA/VELASCO p. 448 consideran que la participación de la 
Dirección de Investigación como interesada en los procedimiento tramitados 
por lo órganos autonómicos es un elemento de cierre del sistema (así se 
califica también por la propia Exposición de Motivos de la Ley 1/2002) que tiene 
como finalidad evitar las diferencias interpretativas y conseguir una 
armonización de criterios a la hora de aplicar el Derecho “antitrust”. La finalidad 
es eliminar diferencias en la doctrina a la hora de aplicar el Ordenamiento de 
defensa de la competencia y garantizar la imprescindible uniformidad en la 
aplicación de las normas de defensa de la competencia, con el fin de defender 
la unidad de mercado y la igualdad de las condiciones básicas que deben regir 
el ejercicio de la actividad económica.  
 
B. La falta de legitimación expresa de las autoridades autonómicas  
 
 Como hemos indicado la simple lectura del precepto pone de manifiesto 
la asimetría en las posiciones de los órganos, central y autonómicos. No se 
recoge la posibilidad expresa de que las autoridades autonómicas de la 
competencia puedan personarse en los procedimientos abiertos por la 
autoridad nacional ni por otras comunidades autónomas. Carecen de 
legitimación activa para comparecer en procedimientos instruidos por la CNC o 
por otros órganos autonómicos. Esto fue criticado ya en una Reunión de 
Autoridades de la Competencia celebrada en Bilbao el 25 de mayo de 2006. En 
el sistema alemán que fue, como ya se ha indicado, en buena medida el 
inspirador del español tampoco la poseen los LÄNDER. PAREJA/VELASCO 
estiman que la personación siempre será posible de acuerdo con el art. 31 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y de Procedimiento Administrativo Común.  
 
 Por otra parte, hay que tener en cuenta que el art. 5 Cuatro permite 
indirectamente la información de las autoridades autonómicas, puesto que la 
CNC pedirá informe preceptivo al órgano autonómico de las conductas 
previstas en los art. 1, 2 y 3 de la LDC y 81 y 82 del TCE que, afectando al 
ámbito supraautonómico o al conjunto del mercado nacional, incidan de forma 
significativa en el territorio de la respectiva comunidad autónoma. La Comisión, 
en este caso, sí que tiene el deber de comunicar al órgano autonómico los 
acuerdos y resoluciones adoptados que pongan fin al procedimiento, pero sin 
reconocerse tampoco de forma expresa la legitimación para recurrirlos.  
  
C. La personación como interesados  
 
 En uno y otro caso (autoridades nacional o autonómica) deben actuar en 
los procedimientos tramitados por el otro órgano como interesados, por la 
mención expresa del art. 5, tres de la Ley 1/2002 o bien por la aplicación del 
art. 31 de la ley 30/1992. Esto nos lleva a estudiar qué debe entenderse por 
comparecer “como interesado”. Con carácter general la Ley del procedimiento 
administrativo común prevé que ciudadanos particulares o entes públicos 
pueden ser interesados, entendiendo por tales los que intervienen y están 
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afectados por el desarrollo del procedimiento y por la decisión que en el mismo 
se adopte. El concepto de “interés legítimo” está recogido en el propio art. 24 
de la Constitución. La jurisprudencia tradicional lo ha entendido en un sentido 
amplio y expansivo, de manera que existe interés legítimo cuando, caso de 
llegar a prosperar la acción o pretensión ejercitada, se produciría un beneficio 
jurídico o material de tipo particular o cuando puede producirse un daño o 
perjuicio singular. Pero no debe confundirse con el mero “interés por la 
legalidad”. En el caso que nos ocupa el criterio estimo que debe ser el 
contrario. Hay que entender que los órganos de la competencia, tanto estatales 
como autonómicos que se personen en los procedimientos en tramitación, 
deben tener un “interés de legalidad”: pretender que las normas de defensa de 
la competencia, que no olvidemos que son comunes (sean nacionales o 
comunitarias), se apliquen correctamente. Y todo ello con la finalidad última de 
garantizar la unidad de mercado y la igualdad de condiciones básicas de 
ejercicio de la actividad económica. Para ello pueden intervenir en los actos de 
instrucción, alegaciones y pruebas (art.78, 79 y 81 Ley 30/1992) y 
especialmente en el trámite de audiencia previsto en los art. 84 y 85 de la ley 
de Régimen jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento 
Administrativo Común, así como, en su caso, recurrir las resoluciones (art. 
107).  
 
 La vigilancia de esa legalidad ha hecho afirmar a algún autor como 
PRAT MASIP. C (“Aspectos procesales de la Ley 1/2002 de coordinación de 
las competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas en materia de 
Defensa de la Competencia” en Derecho de la competencia europeo y español, 
Dykinson-URJC, Madrid 2004, p. 145) que la Dirección de Investigación puede 
ser una especie de “comisario político” de las autoridades autonómicas. La 
posibilidad de personarse en los procedimientos abiertos por la CNC por parte 
de los órganos autonómicos puede implicar que esta expresión la cambiemos 
por “nos vigilamos mutuamente”. Más problemática será la obtención de 
información para personarse en procedimientos abiertos por otras autoridades 
de CCAA.  
 
 Personalmente pienso que, atribuida por la Ley la facultad de 
coordinación, lo razonable es que ésta se ejerza por la autoridad nacional que 
es la que tiene una visión de conjunto incluso por sus propias competencias. 
Ello sin perjuicio de considerar que esta situación de “desventaja” por parte de 
los órganos autonómicos puede corregirse mediante esta posibilidad de 
personación en los procedimientos en los que pueda verse afectados sus 
intereses, léase, competencias. Todo ello deberá valorarse, en el caso 
concreto, atendidos los costes correspondientes.  
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